
21. Tagüeña, Manuel: Testimonio de dos guerras, México, 1974, p. 104.

CAPÍTULO I

ARMAR AL PUEBLO

DOMINGO 19 de julio de 1936: José Giral, recién nombrado
presidente del Gobierno de la II República, autoriza el repar-

to de armas al pueblo. El «pueblo» son las milicias organizadas por
los partidos del Frente Popular: socialistas, comunistas anarquistas.
Para obtener un fusil no se precisa más
requisito que exhibir la documentación de
un partido o sindicato de izquierdas21 o,
incluso, manifestarse simplemente simpa-
tizante. Miles de activistas políticos se
encuentran así súbitamente dotados por el
propio Gobierno de armas, es decir, de
poder. El objetivo de la medida es defen-
der a la República contra la sublevación
militar que desde la tarde del 17 de julio viene extendiéndose, a par-
tir de Melilla, por todo el territorio nacional. Las armas, en efecto,
servirán para eso. Pero «defender la República», para los partidos de
izquierda, equivale a desencadenar la revolución. Y junto a la revo-
lución se desatará el Terror. Ese mismo día, en Madrid, milicianos
armados disparan contra los feligreses que salen de misa en la igle-
sia del Rosario de los padres Dominicos, calle Torrijos, causando un
número indeterminado de muertos y heridos. Entre los tiroteados
están los hermanos Serrano Súñer, que han acudido al funeral de su
padre. Prácticamente al mismo tiempo, en el pueblo pacense de Fuente
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22. Este episodio ha sido objeto de un estudio pormenorizado por Manuel Martín
Lobo: La represión roja del 19 de julio en Fuente de Cantos, presentado como ponencia en
el II Congreso Internacional «La República y la guerra civil», Universidad CEU-San Pablo,
Madrid, 22-24 noviembre 2006.

de Cantos los milicianos capturan a cincuenta seis personas sospe-
chosas de simpatizar con la sublevación militar (entre ellas, dos muje-
res y dos niños), las encierran en la iglesia e incendian el templo:
doce personas mueren abrasadas; el resto logrará huir22.

No son los primeros crímenes de la guerra civil. De hecho, es difí-
cil saber quién fue la primera víctima del Terror rojo (o del Terror
blanco). Porque, además, no ha hecho falta que estalle la guerra y se
arme al «pueblo» para que comience la caza. Ésta ha empezado tiem-
po atrás. El 15 de julio, el líder derechista Gil Robles había enun-
ciado en las Cortes los datos de la violencia política desde el mes
anterior: 61 muertos, 224 heridos, 74 bombas. Las grupos armados
de la izquierda han desatado ya numerosas acciones revolucionarias
y se han batido a fuego, a veces contra grupos de la derecha, pero en
no pocas ocasiones entre sí mismos. Desde el 16 de febrero, día de
la victoria del Frente Popular, el número de asesinatos políticos alcan-
zaba las 330 personas en apenas cinco meses. La guerra civil estaba
ya en las calles antes de que se inauguraran los frentes de batalla. El
reparto de armas hará irreversible el camino.

El Gobierno de la República dudó antes de tomar semejante medi-
da; dudó mucho. Los socialistas llevaban días pidiendo insistente-
mente «armar al pueblo», es decir, a sus militantes; al menos, desde
el asesinato de Calvo Sotelo, secuestrado y muerto el 13 de julio por
policías socialistas. Aunque, en realidad, la petición de armas era
una constante desde 1931, cuando Largo Caballero las exigió para
subrayar la atmósfera revolucionaria creada por la primera quema
de conventos, en las semanas iniciales de la II República. Una vieja
exigencia, pues. Los socialistas siempre habían estado seguros de que
podrían controlar al «pueblo» —y guiar la revolución. Así se lo afir-
mó Vidarte, comisionado por el PSOE para ese fin, al presidente
del Gobierno. A nadie parecía preocuparle la eventualidad de que
el armamento de las milicias se tradujera en una caza indiscrimina-
da de enemigos en la retaguardia. Lo que les preocupaba era la revo-
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23. Los resultados electorales de 1936 son todavía hoy un enigma. Distintos autores
han intentado una aproximación a lo que pudieron ser las cifras reales. En general, se coin-
cide en señalar una leve ventaja para el Frente Popular sobre el bloque de las derechas. Pero
ese resultado fue distorsionado, primero, por la ley electoral; después, por las manipula-
ciones en la segunda vuelta y, finalmente, por las brutales arbitrariedades en la Comisión
de Actas de las Cortes —que escandalizaron al mismísimo Indalecio Prieto—, hasta otor-
gar al Frente Popular una amplia mayoría completamente irreal. Hay un detallado y obje-
tivo estudio sobre este asunto en J. A. Navarro Gisbert: ¿Por qué fracasó la II República?,
Áltera, Barcelona, 2006, p. 502 y ss. para los resultados, pp. 546 y ss. para la discusión
de las actas.

lución: a los socialistas les preocupaba desencadenarla; al Gobierno
de la República, impedirla.

Las izquierdas en la calle

Retrocedamos al 17 de julio, cuando empiezan a llegar desde Melilla
las primeras noticias de la sublevación militar. Son las cuatro y vein-
te de la tarde de un viernes de verano. El Gobierno, que en ese momen-
to preside Casares Quiroga, está desconcertado. Al desconcierto con-
tribuye de manera particular la estrategia ideada por el coordinador
de los rebeldes, el general Mola, que prevé un escalonamiento de
sublevaciones en distintos puntos de España. Es el día 18 cuando el
Gobierno entiende que se halla ante un alzamiento de amplia exten-
sión, que aún cobrará mayores dimensiones en las jornadas siguien-
tes. Desde la misma tarde del día 17, las calles de Madrid han empe-
zado a llenarse de militantes de los partidos revolucionarios: desde la
plaza de Cibeles, calle de Alcalá arriba, pasando por la Puerta del Sol
y hasta el Palacio Real —llamado entonces Palacio Nacional—, sede
del Ejecutivo, la muchedumbre hierve. La tesitura es delicadísima:
toda esa multitud pertenece a los partidos que apoyan al Gobierno
del Frente Popular, pero el gabinete está exclusivamente conforma-
do por la minoría moderada, los republicanos de Azaña, el presi-
dente de la República. Desde las elecciones del 16 de febrero, cuyos
resultados habían sido objeto de distorsiones sin cuento23, todo el
empeño del Ejecutivo ha sido mantener el poder sin ceder a las pre-
siones revolucionarias de sus coaligados del Frente Popular y, al mismo
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24. En unas Cortes de 473 diputados, el PSOE tenía 99 escaños y el Partido
Comunista 17; los grupos principales del azañismo, que eran la Izquierda Republicana
del propio Azaña y la Unión Republicana de Martínez Barrio, tenían 87 y 38, respecti-
vamente. Los azañistas sabían que no podían gobernar sin la anuencia de socialistas y
comunistas; pero, sobre todo, sabían que el poder real en la calle y en los sindicatos per-
tenecía al PSOE e incluso a los anarquistas de la CNT, que no se habían presentado a las
elecciones ni habían formado parte del Frente Popular, pero que habían pedido el voto
para la coalición de izquierdas.

25. Vale la pena explicar la componenda, para entender la posición de Casares y la
fragilidad del Frente Popular ante los partidos revolucionarios. La maniobra se la reveló
el socialista Araquistain a Juan Marichal. Tras las elecciones del 36, los sectores más radi-
cales de la izquierda creen llegada la hora de la revancha, la violencia en las calles llega a
extremos insostenibles y las personalidades más templadas del Frente Popular temen que
la situación escape a su control. En esa tesitura, Azaña y el socialista Indalecio Prieto se
proponen pactar una solución «moderada», con el primero en la presidencia de la
República y el segundo en la del Gobierno. Pero eso representaba un duro golpe para el
ala «bolchevique» del PSOE, agrupada en torno a Largo Caballero, «el Lenin español»,
que desde enero de 1934 venía predicando un régimen socialista al estilo soviético y que
apostaba por un Gobierno republicano débil, sobre el cual podría ejercer la presión de
su fuerza política y sindical; una presión que no podría hacer con un socialista de la talla
de Prieto en la cabeza del Gobierno. De manera que los «bolcheviques» se las arreglaron
para que Azaña fuera, en efecto, a la cúspide del Estado, más ornamental que ejecutiva,
pero cegaron el camino de Prieto hacia la jefatura del Gobierno. Para ese puesto sólo acep-
taron a un presidente de la talla —exigua— de Casares.

tiempo, concediéndoles pequeñas satisfacciones. Pero el poder en
las Cortes y, sobre todo, en la calle no corresponde a la minoría repu-
blicana de izquierdas, sino precisamente a los partidos revoluciona-
rios, y especialmente al Partido Socialista Obrero Español24. El
Gobierno no sabe si la multitud que invade las calles quiere respal-
dar al Ejecutivo o si, al revés, pretende ejecutar la prometida revo-
lución.

Esa es la situación que tiene que afrontar Casares Quiroga.
Durante veinticuatro horas, los socialistas le piden armas reiterada-
mente. Él se niega una y otra vez. Difícil trago para quien hasta enton-
ces no había dado especiales muestras de talento ni de firmeza. Santiago
Casares Quiroga, republicano galleguista, había llegado a la presi-
dencia del Gobierno en mayo de 1936, fruto casual de una manio-
bra patrocinada por el ala más izquierdista del PSOE. No es que las
huestes de Largo Caballero quisieran a Casares en la presidencia; lo
que querían era un Gobierno débil que se doblegara ante la fuerza
socialista25. Por eso estaba él allí: amigo personal de Azaña y varias
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26. Las fuentes republicanas siempre sostendrán que el asesinato de Calvo Sotelo fue
una venganza por el asesinato, el día anterior, del teniente de la Guardia de Asalto José
del Castillo. El teniente Castillo, que provenía del Ejército y se había significado por su
proximidad al PSOE, era miembro de la UMRA e instructor de las milicias de las Juventudes
Socialistas. Castillo fue asesinado por elementos carlistas del Tercio de Madrid que, a su
vez, vengaban así los disparos efectuados contra los manifestantes de derechas en el entie-
rro del alférez Reyes, el 16 de abril; en aquellos incidentes los hombres de Castillo mata-
ron a Andrés Sáenz de Heredia, primo de José Antonio Primo de Rivera, y el propio Castillo
hirió al militante requeté José Llaguno Acha. Tras aquellos sucesos, Castillo fue destina-
do a la guardia personal de Martínez Barrio.

veces ministro desde 1931, pero de escaso peso político y, además,
seriamente minado por una tuberculosis que le hacía alternar perio-
dos de energía con otros de profunda depresión. Casares sacó ade-
lante el estatuto de autonomía de Galicia, y no sin sospechas de frau-
de. Hizo poco más. Sectario y beligerante, demostró una debilidad
pasmosa a la hora de atajar las enormes violencias que sacudieron el
país durante la trágica primavera de 1936. Él fue quien amenazó al
dirigente de la oposición de derechas, José Calvo Sotelo, el 16 de
junio en las Cortes; él dirigía el Gobierno el 13 de julio, cuando
Calvo Sotelo fue secuestrado y asesinado por un comando policial
socialista. Pero en esos días previos a la guerra, Casares se negó a
«armar al pueblo».

¿Por qué se negaba Casares? Los socia-
listas estaban pidiendo armas para sus mili-
cianos desde el mismo 13 de julio: todos
pensaban que el asesinato de Calvo Sotelo
iba a provocar una insurrección militar. No
les faltaba razón. La misma advertencia esta-
ban haciendo los militares de la Unión
Militar Republicana Antifascista, la UMRA, dominada por el PSOE
y cuya mano, por cierto, aparece claramente tras el complot contra
Calvo Sotelo26. Pero Casares se resistía. Pensaba tenerlo todo bajo
control. De hecho, en los meses anteriores había reestructurado a
fondo las fuerzas de orden público, para garantizarse su fidelidad.
Y con la Guardia de Asalto y la Guardia Civil bajo control, ¿para
qué entregar armas a los partidos de izquierda, con el consiguiente
riesgo de un movimiento revolucionario que diera al traste con la
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27. Lo cuenta el propio Juan Simeón Vidarte en sus memorias: Todos fuimos culpa-
bles, Fondo de Cultura Económica, México, 1973

28. Eso es lo que sostienen las memorias del predecesor de Casares en la presidencia
del Gobierno, Manuel Portela Valladares: Memorias dentro del drama español, Alianza,
Madrid, 1988, y las de la hija del propio Casares, la actriz María Casares: Residente pri-
vilegiada, Argos-Vergara, Barcelona, 1981.

29. Martínez Barrio da su propia versión en sus Memorias, Planeta, Barcelona, 1983,
pp. 363 y ss.

República misma? Era más práctico esperar a que todos los milita-
res insurrectos dieran la cara, para que no escapara ninguno. La dis-
yuntiva que tenía frente a sí el orden republicano se resumía en una
doble amenaza: a un lado, la conspiración militar; al otro, la cons-
piración revolucionaria, con el relevante matiz de que los revolucio-
narios eran socios del Gobierno. Todavía en la misma mañana del
18 de julio, con la sublevación militar ya en marcha, una comisión
de diputados socialistas insiste en la petición de armas27. Y Casares
es explícito: la situación está controlada; por tanto, no hay armas.
Según fuentes muy directas, Casares no hacía sino seguir las indi-
caciones estrictas de Azaña: era el presidente de la República quien
estaba ordenando taxativamente que no hubiera armas para los revo-
lucionarios, aunque Casares sí era partidario de entregarlas28. ¿A qué
temía Azaña? Evidentemente, a la revolución.

La decisión de Azaña

El temor de Azaña a una revolución socialista o anarquista era per-
fectamente comprensible. El PSOE de Largo Caballero no había
ocultado nunca que sólo esperaba una oportunidad para lanzarse a
la arena. «La clase trabajadora tiene que hacer la revolución —había
proclamado Largo el 2 de febrero de 1936 en Valencia—. Si no nos
dejan, iremos a la guerra civil. Cuando nos lancemos por segunda
vez a la calle, que no nos hablen de generosidad y que no nos cul-
pen si los excesos de la revolución se extreman hasta el punto de no
respetar cosas ni personas». Los comunistas y los anarquistas no esta-
ban, evidentemente, en distinta posición. Y los azañistas eran per-
fectamente conscientes de la amenaza. El periódico Política, órga-
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no del partido gubernamental Izquierda Republicana, escribía el 28
de junio: «Quien quiera tomar el Poder contra el pueblo ha de dis-
putárselo en la calle al Gobierno legítimo. Y en la calle se encontra-
rá frente al pueblo. Frente a todo el pueblo, porque el Ejército, en
su entraña, también lo es». Era una advertencia a dos bandas.

Quizás Azaña recordara en esos momentos, ante la revolución
inevitable, sus propias palabras en noviembre de 1930, en el Ateneo
de Madrid, cuando anunciaba «la gran renovación y trastorno nece-
sitados por la sociedad española». Había que romper con la trayec-
toria histórica de España —sostenía Azaña—, porque «España es
víctima de una doctrina elaborada hace cuatro siglos en defensa y
propaganda de la Monarquía católica imperialista, sobrepuesta con
el rigor de las armas al impulso espontáneo del pueblo». Así la
República aún nonata señalaba su triple enemigo: Corona, Iglesia,
Ejército, que deberían ser triturados por «los gruesos batallones popu-
lares, encauzados al objetivo que la inteligencia les señale». La inte-
ligencia era, por supuesto, el propio Azaña: «La obligación de la inte-
ligencia, constituida, digámoslo así, en vasta empresa de demolicio-
nes, consiste en buscar brazos donde los hay:brazos del hombre natu-
ral, en la bárbara robustez de su instinto elevado a la tercera poten-
cia a fuerza de injusticias». Azaña, y como él muchos otros republi-
canos de izquierda, se veía a sí mismo como un nuevo Robespierre
que enseña a los sans-culottes el camino de la libertad: «En el ápice
del poderío, más aire me hubiese dado a Robespierre que a Marco
Aurelio», dice en sus Memorias. Pero he aquí que ahora el «hombre
natural en la bárbara robustez de su instinto» pugnaba por emanci-
parse de la «inteligencia», desdeñando a un Robespierre incapaz de
dar el último paso hacia la revolución de verdad. Los «gruesos bata-
llones populares» pedían armas. Y Azaña sabía que eso supondría el
final de la República.

El último intento de Azaña fue una solución masónica: quitar de
en medio a Casares, completamente superado por los acontecimien-
tos, y encargar el Gobierno al presidente de las Cortes, Martínez
Barrio, republicano anticlerical y masón, pero conservador, para tra-
tar de llegar un acuerdo in extremis con los sublevados. Martínez
Barrio llegará a hablar con Mola29. Inútilmente: ya es imposible dar
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30. Ramón Feced Gresa (1894-1959) pertenecía al Partido Nacional Republicano de
Sánchez Román, uno de los pequeños grupos burgueses que surtían de elites a la II República.
Era diputado desde 1931 y había sido ministro de Agricultura tanto con Lerroux como
con Martínez Barrio. Permaneció en España tras la guerra. Morirá en Mataró en 1959.

marcha atrás. Pero lo es para todos: los militares de la UMRA lle-
van horas repartiendo subrepticiamente algunas armas a los socia-
listas en Madrid y otras ciudades. En esos mismos militares confí-
an los socialistas para encuadrar a los milicianos y convertirlos en
un «ejército democrático». El Gobierno Martínez Barrio apenas dura-
rá tres horas; su titular huirá hacia Valencia para escapar de las iras
de los revolucionarios, que se han enterado del intento de pacto y
lo consideran una traición.

Cerrada la vía negociadora, Azaña se siente incapaz de aguantar
la presión socialista. Es entonces cuando da carta blanca al reparto
de armas. Un distinguido político republicano, Ramón Feced Gresa,
lo contará después de la guerra a los instructores de la Causa General30.
En el Palacio Nacional se reúnen Azaña, Martínez Barrio —que aún
no ha escapado—, los socialistas Largo Caballero e Indalecio Prieto
y los ministros republicanos Antonio de Lara, Augusto de Barcia y
Felipe Sánchez-Román. Largo Caballero pide una vez más que se
arme al «pueblo». Azaña, quizá devuelto a la atmósfera de su discur-
so ateneísta de 1930, decide entonces que «las teorías, sin masas, no
tienen valor». En el rostro de Largo Caballero se dibuja una inten-
sa expresión de satisfacción y triunfo. Algunos republicanos mode-
rados —como Sánchez Román— rehúsan apoyar la medida y salen
del Gobierno. La tarea recaerá en otro amigo personal de Azaña,
José Giral. Él será quien tome la drástica decisión.

Las milicias ya estaban armadas

Que Giral armó a las milicias de los partidos de izquierda es un hecho.
Pero hay otros dos hechos que conviene apresurarse a subrayar para
ceñir en su justo lugar las responsabilidades por esta decisión. El pri-
mero: que esos mismos partidos poseían ya grupos armados y con-
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31. Prieto, en efecto, detalla que los conspiradores portugueses compraron un par-
tida de armas al Servicio de Industrias Militares del Ministerio de la Guerra, cartera que
en ese momento desempeñaba Azaña. El material no llegó a manos portuguesas porque
no se pagó, de manera que la armas quedaron almacenadas en Cádiz. En 1934, los orga-
nizadores (socialistas) de la revolución de Asturias negociaron con los portugueses, que
cedieron el material y fue transportado en el buque Turquesa. Cf. Indalecio Prieto:
Convulsiones de España, I, México, Oasis, 1967, p. 109. La responsabilidad de Azaña, de
la que nadie dudó nunca, pero que ha sido pertinazmente silenciada por la memoria ofi-
cial, ha quedado claramente de relieve tras los trabajos de Pío Moa: Los orígenes de la gue-
rra civil, op. cit.

trolaban alijos de armas fuera del control oficial. El segundo: que
los partidos revolucionarios estaban recibiendo armas desde varias
horas, acaso varios días antes de que Giral lo ordenara. La decisión
del Gobierno significó un espaldarazo oficial, formal, institucional
a la estrategia subversiva de la izquierda, pero el armamento de las
milicias ya era una realidad.

Dos ejemplos. En Oviedo, los milicianos movilizarán entre tres
mil y cuatro mil fusiles antes de la orden de Giral. Y al mismo tiem-
po los anarquistas, en Madrid y otras ciudades, se hacen con varios
centenares de armas de fuego largas y cortas. ¿De dónde han salido
esas armas?De los depósitos escondidos desde la revolución de 1934.
Depósitos que no debían de ser desdeñables, dado el intensísimo
tráfico de armas que conoció España durante la II República.

En los años republicanos hubo, al
menos, tres grandes movimientos irregu-
lares de armas. Uno, en 1931, fue la venta
de armas a un grupo revolucionario por-
tugués para promover un golpe en el país
vecino; por este asunto se encausó algunos
años más tarde a Azaña y a Casares Quiroga,
que fueron sin embargo absueltos. Siempre
se sospechó que esas armas terminaron engrosando el arsenal de la
revolución de 1934, y así lo confirmaría mucho tiempo después
Indalecio Prieto31. Este de 1934 es el segundo gran movimiento de
armas, con la importante precisión de que el tráfico comenzó mucho
antes de la revolución: además del alijo «portugués», los insurrectos
contaron con abundantes pistolas procedentes de Francia y Bélgica,
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32. Manuel Andrés Casaus, de San Sebastián, fundó el Comité Nacional de Acción
Republicana y tuvo una importante participación en la conspiración republicana de 1930.
Llegó a la Dirección General de Seguridad para tapar el escándalo por la matanza de
Casasviejas, tarea que acometió por la expeditiva vía de amenazar a los guardias que, obe-
deciendo órdenes, la provocaron. Casaus fue asesinado el 10 de agosto de 1934 en San
Sebastián, al parecer por elementos falangistas. Durante la guerra, un batallón de mili-
cianos de Izquierda Republicana llevará su nombre; también se los conocía como «Balas
rojas».

y también con armas cortas «despistadas» de las fábricas de Eibar a
través de una compleja red creada al efecto por las Juventudes
Socialistas y el sindicato del Transporte de la UGT. En los meses pre-
vios a la revolución, en la prensa de izquierda en general, y de la
Esquerra catalana en particular, era habitual ver anuncios de empre-
sas vascas que ofrecían armas cortas y largas «a buen precio y con
facilidades de pago». Por último, el tercer movimiento irregular de
armas parece haber sido constante en el tiempo, un goteo alimen-
tado desde las propias instituciones oficiales, de ejecución discreta,
pero del que tenemos suficiente noticia por las memorias de los pro-
pios líderes republicanos. El presidente Niceto Alcalá Zamora, por
ejemplo, cuenta que el socialista Araquistain, en la época en que fue
embajador en Alemania (febrero de 1932 a mayo de 1933), adqui-
rió gran número de armas automáticas y las hizo transportar a depó-
sitos clandestinos en toda España, operación para la que contó con
el apoyo de la propia policía. El mismo don Niceto nos refiere que
la Dirección General de Seguridad, en la época en que la gestionó
Manuel Andrés Casaus32, amigo de Prieto, tuvo por costumbre rega-
lar a los socialistas pistolas y revólveres procedentes de cacheos, regis-
tros y decomisos de la policía.

Para dar una idea de la intensidad de aquel tráfico ilegal de armas,
consignemos el arsenal aprehendido por la policía en junio de 1934
—antes de la revolución— y dirigido a un diputado socialista: 616
pistolas y 80.000 cartuchos, más otras 54 pistolas halladas en el domi-
cilio del diputado en cuestión. Después, entre 1935 y1936, las mili-
cias del PSOE y el PCE desfilarán en los mítines con ostentosa exhi-
bición de armamento. No puede extrañar, pues, que los partidos
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33. Sin embargo, los dos militares más relevantes del bando republicano durante la
guerra no serán hombres de la UMRA, sino de la UME: Miaja y Rojo.

revolucionarios estuvieran en condiciones de movilizar gran núme-
ro de armas sin necesidad de que el Gobierno diera orden alguna.

La UMRA lleva la voz cantante

Pero una cosa es hacer acopio de armas para un golpe de mano revo-
lucionario y otra, muy distinta, proveer de armamento a decenas de
miles de personas con vistas a una guerra civil. Y aquí es donde entra
la Unión Militar Republicana Antifascista, la UMRA, donde se agru-
paban los elementos más izquierdistas del Ejército. La UMRA, que
recogía la herencia de la Agrupación Militar Republicana de los años
veinte, había nacido formalmente bajo el nombre de Unión Militar
Republicana a finales de 1934, como reacción contra la Unión Militar
Española (UME), asociación castrense de
signo conservador. Después recibió la incor-
poración de la Unión Militar Antifascista,
promovida por el Partido Comunista, y de
la fusión nació la denominación de UMRA.
Pronto se convirtió en la plataforma mili-
tar del poder republicano. Su principal pro-
motor fue el entonces capitán Eleuterio
Díaz Tendero, socialista bolchevizante, y
estaba integrada fundamentalmente por militares de procedencia masó-
nica y socialista. En la guerra larvada que se desató en España desde
las elecciones de febrero de 1936, los militares de la UMRA desem-
peñaron un papel crucial en la instrucción de milicias revoluciona-
rias. En el paisaje de esos meses, que podemos definir como un cre-
ciente intercambio de provocaciones, la UMRA se asignó por tarea
identificar a los militares de la UME para neutralizarlos cuando lle-
gara el momento33.

Bajo la sugestión comunista, la UMRA estaba convencida de que
los elementos conservadores preparaban un golpe de Estado dirigi-
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34. Soy del Quinto Regimiento, Laia, Barcelona, 1978. Juan Modesto Guilloto (1906-
1969) había ingresado en el PCE en 1930. Tras recibir un curso de instrucción militar
en la Unión Soviética, desde 1933 se encarga de organizar las milicias comunistas. Al
estallar la guerra creó el Quinto Regimiento comunista. Fue el único oficial de milicias
que alcanzó el generalato. Tras la guerra civil pasó a la URSS, ingresó como general en el
ejército soviético y durante la segunda guerra mundial mandó unidades del ejército comu-
nista búlgaro. Desplazado en las luchas por controlar el PCE, terminó retirándose en
Praga, donde murió.

do nada menos que por el nacionalsocialismo alemán. Así lo cuen-
ta el comunista Modesto, enlace entre la UMRA y el PCE34. 
A Modesto debemos también el relato de cómo se preparó el arma-
mento de las milicias varios días antes de que estallase la guerra civil:

Al día siguiente del asesinato del teniente Castillo, promovimos
una reunión a la que asistieron los dirigentes de las células del par-
tido del Segundo Grupo de Asalto (Ministerio de la Gobernación),
del Ministerio de la Guerra, del Ministerio de Marina y del Batallón
Presidencial, reunión que se celebró en el domicilio del teniente
coronel José Barceló, sito en la calle Vallehermoso. A esta reunión
asistió, en vísperas de incorporarse a su destino en África, el capi-
tán de aviación Leret, uno de nuestros camaradas militares más lúci-
dos, asesinado por los militares franquistas el 18 de julio en la base
de hidros de Atalayón. En esta reunión de particular tensión, los
camaradas Barceló, ayudante de Casares Quiroga y jefe del bata-
llón del Ministerio de la Guerra;Enciso, jefe del Batallón Presidencial;
Burillo, del Grupo de Asalto, y la célula del Ministerio de la Marina
expresaron su indignación por los crímenes de los militares fascis-
tas y la necesidad de extremar la vigilancia para salvar a la República
en peligro. En aquella reunión se trazó la línea de conducta a seguir
con vistas a que no pudieran sorprendernos los acontecimientos en
los ministerios y en las unidades. En este periodo, en nombre del
partido, yo estaba relacionado con el coronel Rodrigo Gil Ruiz, jefe
del Parque de Artillería de Madrid, socialista. En vísperas de la suble-
vación y ante la eventualidad de que los fascistas intentaran apo-
derarse de las armas del Parque y se produjera un golpe fascista, fija-
mos ambos la consigna «Modesto» para la entrega de las armas.
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35. La fuente esencial para la historia de la Armada española durante la guerra civil
es la obra de Ricardo Cerezo, Armada española siglo XX, Eds. Poniente, Madrid, 1983, vol.
II.

Golpe de mano sobre el Ministerio de la Guerra

Para «salvar la República», como dice Modesto, el general de arti-
llería de la Armada Francisco Matz, subsecretario del Ministerio de
Marina, asistido por el oficial de transmisiones Balboa, organiza desde
el 15 de julio las comunicaciones por radiotelégrafo para que sólo
sean conocidas por los marinos afectos al Frente Popular. ¿Lógica
prevención ante un golpe de Estado?Sin duda. Pero ocurre que entre
las instrucciones cursadas desde el
Ministerio a los marinos figura aquella de
que no pierdan de vista a sus jefes pues están
«todos ellos complicados en la traición».
La marinería, muy infiltrada por los par-
tidos revolucionarios, se hace con el con-
trol de las naves y apresa a los mandos. En
pocas semanas los oficiales de la Armada
serán aniquilados. Alrededor del 50% de los oficiales de la Marina
en zona republicana serán ejecutados por el Frente Popular a lo largo
de la guerra, especialmente en Cartagena y Málaga35. El 31 de julio
de 1936, en Cartagena, son asesinados dos oficiales a bordo del buque
Cervantes. El 3 de agosto, tres en el Libertad. El día 7, catorce de
nuevo en el Cervantes. El 10 de agosto, diez en el Jaime I. La mayor
matanza se produce en Cartagena a partir del 14 de agosto, cuando
son asesinados, arrojándolos al mar, ochenta y un oficiales de la Armada
presos en los barcos España nº 3 y Sil. El 21 de agosto, en Málaga,
son fusilados once jefes y oficiales de los destructores Churruca y
Sánchez Barcáiztegui. También en Málaga, el 20 de septiembre, son
fusilados treinta y seis marinos. Todavía el 7 de marzo de 1939, cuan-
do quedaban pocos días para el fin de la guerra, se asesinará en
Cartagena a varias decenas de marinos sublevados. La cifra de ofi-
ciales de marina asesinados sólo en Cartagena a lo largo de la gue-
rra asciende a 131 víctimas. El cómputo total de asesinatos ascien-
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36. Ambos serán también recompensados. Hernández Saravia será nombrado minis-
tro de la Guerra pocos días después, el 6 de agosto. Rodrigo Gil será elevado a subsecre-
tario de la Guerra por Largo Caballero, en septiembre.

37. Eleuterio Díaz Tendero (1882-1945), de origen socialista, ya era considerado
entonces como abiertamente procomunista. Durante toda la guerra ocupará puestos del
mismo carácter: jefe de personal, jefe de información y control, directivo del Servicio de
Información Militar. Se permitió criticar a Largo Caballero cuando éste presidía el Gobierno.
Fue detenido por ello, pero los comunistas presionaron para que se le devolviera a su
puesto. Exiliado tras la guerra, fue apresado en Francia por los alemanes e internado en
el campo de concentración de Dachau, donde murió.

de a 255 mandos del Cuerpo General de la Armada; la plantilla total,
el 17 de julio, era de 721 personas.

Matz será elevado al cargo de ministro de la Marina. Y el respon-
sable directo de aquellas órdenes, Benjamín Balboa, oficial 3º del
cuerpo de auxiliares de la Armada, será nombrado subsecretario de
Marina por el propio Matz y confirmado por Indalecio Prieto.
También para «salvar la República», el 17 de julio, Matz desplaza a
los mandos naturales de la Armada y se hace con el control del minis-
terio, apoyado por un comité de la UMRA que encabeza el coman-
dante de infantería de marina Ambrosio Ristori; éste será igualmen-
te recompensado con el cargo de ayudante de Giral, antes de morir
ese mismo otoño en los combates de la sierra madrileña.

La operación se repite en el Ministerio de Guerra: los tenientes
coroneles de Artillería Hernández Saravia —viejo amigo y colabo-
rador de Azaña— y Rodrigo Gil, apoyados en los elementos de la
UMRA, rompen la cadena de mando y ocupan los puestos decisi-
vos de la estructura militar36. Se trata de garantizar la fidelidad de las
fuerzas armadas ante el alzamiento. Pero en el mismo acto entra otro
militar de la UMRA, el mencionado Díaz-Tendero, ya comandan-
te, que se entrega a una cruenta tarea de depuración37. Como ha ocu-
rrido en el caso de la Armada, la represión sobre los oficiales de la
Ejército en la zona republicana será brutal. En algunos casos, las eje-
cuciones podrán justificarse desde los usos de la justicia militar, pues
se aplicaron sobre militares que, desde el punto de vista del Frente
Popular, estaban incursos en delito de sedición o rebelión; también
las autoridades militares del bando nacional aplicarán estos supues-
tos. Asimismo, en ambos bandos se darán situaciones de militares
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38. Afiliado al Partido Comunista, Luis Barceló (1896-1939) se encargó durante la
guerra del reclutamiento e instrucción de las milicias y mandó tropas en el Guadarrama.
En 1939, cuando el Gobierno del Frente Popular se quebró por el golpe del coronel Casado,
Barceló se opuso a éste y asumió por su cuenta el mando del Ejército del Centro. Fue
apresado por los casadistas y fusilado en Madrid antes del fin de la guerra.

que, antes que entrar a formar bajo la bandera enemiga, preferirán
el fusilamiento. Pero en innumerables casos, dentro del campo repu-
blicano, el Terror sobre los militares prescindirá de los usos del códi-
go militar para adoptar la forma de un «Terror de clase» que conde-
naba de antemano a los militares de cualquier graduación por el hecho
de serlo, y ello aunque no hubieran secundado la sublevación.

Será la UMRA, en fin, la que comience a repartir armas entre las
milicias contra las órdenes del Gobierno. Es uno de los principales
implicados en la operación, el diputado socialista Juan Simeón Vidarte,
quien relata cómo Barceló le entregó el día 18 en el Ministerio de la
Guerra un millar de pistolas reglamentaras, con su munición, que
fue a parar a la Casa del Pueblo del PSOE en la calle Piamonte. Barceló
era una de los conjurados, según el relato
de Modesto38. Desde los cuarteles de
Campamento y desde el Ministerio de
Gobernación se preparan entregas simila-
res. Pero no se trata sólo de Madrid: en
Sevilla, donde el gobernador civil acata las
órdenes de Casares y se resiste a entregar
las armas, los oficiales de la Guardia de
Asalto distribuyen fusiles y mosquetones entre las milicias; esos ofi-
ciales eran de la UMRA. Cuando Giral dé finalmente la orden, los
militares de la UMRA se encargarán de cumplirla con rapidez. En
Madrid, Rodrigo Gil reparte a las milicias cinco mil fusiles comple-
tos y otros muchos sin cerrojo. ¿Dónde están los cerrojos?En el Cuartel
de la Montaña. Pero en éste se han recluido militares partidarios del
alzamiento. Gil, artillero, recurre a los grandes medios: no entrega
sólo fusiles, sino también un obús de 155 milímetros; hay que batir
el Cuartel de la Montaña.

Hay historias parecidas en todos los puntos de España que per-
manecieron bajo el control del Frente Popular: las autoridades 

ARMAR AL PUEBLO 57

Un millar de pistolas
acabó en la Casa 
del Pueblo del PSOE 
en la calle de Piamonte

g



—en general, los gobernadores civiles— arman a las milicias y éstas,
armadas, imponen a tiros su propia autoridad, con la anuencia o sin
ella del poder legal. Inversamente, allá donde los militares subleva-
dos logren frustrar el armamento de las milicias, la rebelión triun-
fará. En Toledo fue el diputado socialista Prats quien se presentó en
el Gobierno civil reclamando las armas de la Academia militar y de
los guardias civiles; como es sabido, éstos se negaron y se encerra-
ron en el Alcázar. Otras veces los gobernadores civiles delegarán la
orden en las autoridades militares, con resultados no siempre ópti-
mos. En Granada, los oficiales del Ejército, la Guardia Civil y la
Guardia de Asalto, implicados en el alzamiento, desobedecieron las
órdenes del general Campíns, rehusaron entregar las armas a las mili-
cias —que, de hecho, ya estaban armadas— y terminarán hacién-
dose con la ciudad. En Asturias, el comandante militar, Aranda (enton-
ces coronel, luego general), secretamente implicado en el Alzamiento,
utilizará el armamento de las milicias como argucia para alejar a dos
mil milicianos: les facilitó algunas armas y puso a su disposición un
tren que les llevó hasta Madrid; así se libró Aranda del grueso de sus
enemigos. En Málaga, por el contrario, la entrega de armas tuvo el
aspecto de un motín: los soldados, auxiliados por milicianos, detu-
vieron y fusilaron a los jefes y oficiales.

Matanzas de militares

A partir de ese momento se encadenan sucesos donde se hace impo-
sible distinguir entre el combate contra las fuerzas sublevadas y la
represión «de clase» contra el estamento militar. Ya hemos visto la
matanza entre los cuadros de la Armada. Volvamos a Madrid. Es el
20 de julio. Desde el día anterior, las milicias de los partidos y sin-
dicatos de izquierda, dirigidas por los militares de la UMRA, ase-
dian los cuarteles donde el Ejército guarda las armas. Algunos de
ellos se han puesto del lado de los rebeldes. El de la Montaña no es
el único; también están Getafe y Campamento. Ninguno de esos
puntos resistirá. Y cuando las fuerzas militares y paramilitares del
Frente Popular consigan vencer la resistencia de las unidades suble-
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39. Enrique Castro Delgado (1907-1964) formaba parte del Comité Central del Partido
Comunista en 1936. Fue el primer comandante del Quinto Regimiento y en diciembre
se le designó director general de Reforma Agraria. Tras la guerra se exilió en la URSS,
donde se desengañó del comunismo. Regresó a España a finales de los años cincuenta.
Publicó libros anticomunistas tan notorios como Hombres made in Moscú (Caralt,
Barcelona, 1963) y Cómo perdí la fe en Moscú (Epesa, Madrid, 1950).

vadas, aniquilarán a buen número de militares rendidos y desarma-
dos. En Getafe son ejecutados un capitán médico, un teniente de
Artillería y un suboficial. En el regimiento de Wad Ras se ejecuta a
siete militares, de los cuales seis eran soldados rasos. Otros cinco sol-
dados rasos se cuentan entre los veintiocho asesinados de
Campamento. Pero la mayor matanza tendrá lugar en el Cuartel de
la Montaña: cuando los sublevados se rindan, los milicianos los ani-
quilarán sin mediar ninguna otra consideración. El número de muer-
tos superará los 500; de ellos, se estima que la cifra de prisioneros
asesinados tras la rendición es superior a 130. Sobre el carácter extre-
madamente cruento de aquella acción ha quedado el testimonio de
uno de sus protagonistas: el comunista Enrique Castro Delgado,
creador del Quinto Regimiento de Milicias. Así lo explica en un
célebre pasaje de su libro Hombres made in Moscú:

Ya dentro del Cuartel, alguien dice: «Allí» están los que no han
escapado, serios, lívidos, rígidos… Castro sonríe al recordar la «fór-
mula». «Matar…, matar, seguir matando hasta que el cansancio
impida matar más… Después… Después construir el socialismo.»
[…] Que salgan en filas y se vayan colocando junto a aquella pared
de enfrente, y que se queden allí de cara a la pared… ¡Daros prisa!
La fórmula se convirtió en síntesis de aquella hora…, luego un dis-
paro…, luego muchos disparos… La fórmula se había aplicado con
una exactitud casi maravillosa.» 39

Esto ocurría en Madrid, pero la situación no será distinta en otros
lugares. Es el caso de Barcelona. Aquí los sublevados han termina-
do rindiéndose a la Guardia Civil —no a los milicianos— tras unas
pocas horas de lucha. Los últimos rebeldes se habían refugiado en
un convento de carmelitas. Cuando se entreguen, una muchedum-
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bre de milicianos anarquistas se precipitará sobre los militares apre-
sados y los asesinará. En Guadalajara, el 22 de julio, cuando una
columna de 10.000 hombres con abundante apoyo miliciano corre
a sofocar el alzamiento, las milicias penetran en el cuartel de
Aerostación, donde se habían refugiado los sublevados, y asesinan
a todos los jefes y oficiales. Cuando la columna Durruti llegue a Lérida,
hacia el 28 de julio, asesinará a todos los jefes, oficiales y suboficia-
les detenidos, sin distinción de rango ni responsabilidad. Tres días
antes, en Albacete, los milicianos habían fusilado sin juicio al tenien-
te coronel Enrique Martínez Moreno, partidario del alzamiento, pero
junto a él matarán también a un centenar de oficiales subordinados.
Más trágico aún es el caso de los generales López Ochoa y Capaz,
que habían permanecido en Madrid sin sumarse al alzamiento, pero
que fueron igualmente asesinados por los milicianos. Las matanzas
de militares se convierten así en un capítulo recurrente del Terror
rojo. En Mahón, el 3 de agosto, son asesinados 90 jefes y oficiales
en la fortaleza de La Mola. En Valencia se seguirá ejecutando duran-
te toda la guerra a militares presos. La Guardia Civil será otro obje-
tivo del Terror, generalmente bajo la simple sospecha de escasa leal-
tad. En Reinosa (Cantabria) se encierra con engaños en el
Ayuntamiento a 19 guardias civiles que serán asesinados. El 28 de
julio es en Ronda (Málaga) donde se asesina a 12 guardias civiles y
de asalto. El 6 de agosto en Huélago (Granada) son asesinados los
26 guardias civiles del puesto. En Madrid, el 20 de noviembre de
1936, son asesinados 53 guardias.

Estas matanzas de militares no pueden entenderse desde el habi-
tual cliché de una República legal y legítima que se protege contra
la traición de un ejército rebelde: no había tantos traidores. Hay que
entenderlo como lo que cabalmente fue:un episodio de Terror revo-
lucionario dirigido contra un estamento previamente designado como
«enemigo de clase». Designado, ¿por quién? Indudablemente, por
los partidos de izquierda del Frente Popular, que desde 1931 apun-
taban hacia el Ejército, en tanto que institución, como sostén de un
régimen explotador e injusto. En su lugar proponían un «ejército
democrático» y «popular» purgado de elementos reaccionarios. Ese
es el ejército que los partidos de Frente Popular tratarán de confor-
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mar desde el mismo 18 de julio, bajo mando político y con milita-
res ideológicamente afines.

En Madrid las unidades milicianas aparecen conformadas y bajo
mando militar en la misma tarde del 19 de julio, en torno al Cuartel
de la Montaña: la unidad del teniente coronel Mangada, formada
por los mineros asturianos desviados por Aranda y por militantes
socialistas; la del teniente coronel Marina, socialistas; la del tenien-
te coronel Lacalle, anarquistas; la del comandante Sánchez Aparicio,
socialistas; la del comandante Fernández Navarro, sobre la base de
milicias comunistas que pronto se convertirán en el «quinto regi-
miento». Tienen, pues, mando militar, pero sus efectivos se organi-
zan según criterios políticos. En Barcelona, el comité de milicias
organiza la primera columna el 24 de julio y la pone bajo el mando
del anarquista Durruti, auxiliado por el comandante Pérez Farrás:
son 3.000 hombres, en su mayor parte milicianos anarquistas. Las
columnas formadas en los días siguientes también tendrán una com-
posición mayoritariamente política y estarán sometidas a la direc-
ción de las organizaciones políticas y sindicales.

Para estas milicias, como para los líderes políticos que las man-
dan, el Ejército es una institución que debe desaparecer. Esa con-
vicción ideológica es determinante para entender por qué el Gobierno
del Frente Popular prefirió armar a los milicianos. Ya hemos visto
la interpretación que hacía Azaña sobre la historia nacional, donde
al Ejército se le atribuía un lugar decididamente pernicioso. La posi-
ción de Azaña no dejaba de ser racional, como racional fue la refor-
ma militar afrontada en el primer bienio republicano, pero lo que
el azañismo interpretaba como reforma de calado histórico, los socia-
listas lo veían como venganza contra una casta odiosa. A la hora de
buscar responsabilidades, no puede desdeñarse la permanente cam-
paña del PSOE contra los militares, desde el mismo nacimiento de
la República, con recriminaciones barriobajeras que resultaban
inconcebibles en un partido representado en el Gobierno. No puede
desdeñarse esa campaña porque el propio Azaña reprobó la conduc-
ta del PSOE hacia el ejército: «Me contraría enormemente —escri-
be en referencia a un grosero artículo de El Socialista publicado el
31 de julio de 1932— que se ocupen para nada de cosas militares;
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41. Azaña, Diarios 1932-33, Crítica, Madrid, 1997.
42. Ramón Salas Larrazábal: Las cifras exactas de la guerra civil, Drácena, Madrid,

1980. Precisemos que estas cifras no avalan la tesis de que el Frente Popular se quedó sin
mandos militares: al número de oficiales partidarios del Frente Popular, que los había, se
sumaron alrededor de 2.000 que reingresaron en el Ejército para la guerra.

pero que se acuerden de ellos para escribir animaladas, y en el perió-
dico de un partido que está en el Gobierno […]. En cuanto entran
en juego estas cosas, no se sabe hasta dónde pueden llegar» 41.

Pronto se supo hasta dónde llegaron. En
conjunto, para las fuerzas de tierra, mar y
aire, algo más de la mitad de los oficiales
del Ejército que quedaron en zona repu-
blicana fueron represaliados, según el estu-
dio de Ramón Salas Larrazábal. A partir de
una cifra inicial de 7.624 mandos milita-
res en zona republicana el 18 de julio, unos
1.500 fueron fusilados, un número seme-
jante fue condenado o encarcelado y apro-

ximadamente un millar huyó o buscó refugio en las embajadas42.
La represión sobre el estamento militar fue un objetivo primordial
del Terror rojo. No será el único.
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